SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N° 066
RADICACIÓN: 660013187004 2019 00150-01

ACCIONANTE: LUIS CARLOS GONZÁLEZ MUÑOZ

SE REVOCA Y DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN DISCIPLINARIA / IMPROCEDENCIA GENERAL DE LATUTELA / EXCEPCIONES / REQUISITOS / REPRESENTACION JUDICIAL DEL INVESTIGADO / ESTE PUEDE RENUNCIAR A ELLA.
Sobre la procedencia de la acción de tutela como medio de defensa judicial en procesos disciplinarios, la Corte Constitucional en sentencia T-350/11 indicó:
“…la Corte ha precisado que la tutela procede cuando un medio de defensa judicial no es idóneo o eficaz para proteger los derechos fundamentales del accionante. Y además ha explicado que la idoneidad hace referencia a la aptitud material del mecanismo judicial para producir el efecto protector de los derechos fundamentales, lo que ocurre cuando el medio de defensa se corresponde con el contenido del derecho. Respecto a la eficacia, se ha indicado que se relaciona con el hecho de que el mecanismo esté diseñado de forma tal que brinde de manera oportuna e integral una protección al derecho amenazado o vulnerado.” (…)

En el presente asunto se observa de acuerdo con los hechos y los documentos que aportó la apoderada judicial del accionante y la accionada, contrario a lo decidido por el juez de primer nivel, la acción de tutela es improcedente, ante la existencia de otro medio judicial eficaz e idóneo para resolver el problema jurídico planteado. Veamos:

Analizado el procedimiento que adelantó el Jefe de Oficina de Control Disciplinario Interno Departamento de Policía Cauca, se observa que el mismo se ajustó a lo dispuesto por el artículo 175 de la ley 734/02, es decir, bajo las reglas del procedimiento verbal, y el único reparo por parte de la apoderada judicial del accionante se ciñe a la presunta afectación del derecho fundamental del debido proceso por cuanto su poderdante no pudo ejercer el derecho de defensa y contradicción.

De lo observado surge el siguiente interrogante: ¿por qué se discute el derecho de defensa y contradicción precisamente luego de proferido el fallo que dispuso la sanción disciplinaria? Y para ofrecer una respuesta se debe partir de un hecho incontrovertible: se demostró que el señor Luis González estuvo representado durante todo el proceso disciplinario por el abogado Leandro Antonio Arboleda, según poder que le confirió en diciembre 28 de 2018…

Por tanto, no se trató de un capricho o de una arbitrariedad de parte de la Oficina de Control Disciplinario haber adelantado la audiencia sin abogado, por cuanto la misma norma así lo autoriza, y en efecto fue directamente el señor Luis González quien manifestó que no requería de la presencia del profesional del derecho.
REPÚBLICA DE COLOMBIA

PEREIRA-RISARALDA
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diecinueve (19) de marzo de dos mil veinte (2020)
                                                                Acta de Aprobación N° 269
Hora: 2:30 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Jefe Oficina de Control Disciplinario Interno del Departamento de Policía Cauca, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), a consecuencia de la acción de amparo promovida por el señor LUIS CARLOS GONZÁLEZ MUÑOZ.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea la apoderada judicial del accionante se pueden sintetizar así: (i) en diciembre 06 de 2019 el señor LUIS GONZÁLEZ se acercó a la Oficina de Control Interno Disciplinario de la Policía Nacional con el fin de notificarse de manera personal sobre el contenido de la Resolución No 05001 de noviembre 08 de 2019, por medio de la cual se ejecuta una sanción, la cual consistió en: “Retirar del servicio activo de la Policía Nacional por destitución”; (ii) en el mes de agosto de 2019 le notificaron personalmente el contenido del auto de fecha abril 10 de 2019 que programó audiencia pública para septiembre 12, sin embargo, con extrañeza recibió la información por cuanto nunca le fue notificada la apertura de la investigación; (iii) en la fecha indicada realizó los descargos correspondientes y solicitó pruebas a favor, y la audiencia fue suspendida para la práctica de pruebas; (iv) en septiembre 16 se retomó el curso de la audiencia, pero negaron decretar las pruebas con el argumento que eran “inútiles” sin sustento fáctico y jurídico, y solo accedieron a entregar copias del expediente; (v) en esa diligencia LUIS GONZÁLEZ solicitó aplazamiento de la audiencia con el fin de contratar un abogado, la cual se fijó para septiembre 23; (vi) para la nueva fecha programada no contaba aún con el abogado por falta de recursos económicos, pero además presentaba una incapacitada otorgada por el psiquiatra, motivo por el cual le programaron nueva fecha para octubre 03; (vii) sin embargo, solicitó otro aplazamiento, pero con extrañeza el Juzgado Instructor programó audiencia de alegaciones para octubre 09 de 2019, e indicó que las decisiones serían notificadas en estrados; (viii) solicitó aplazamiento de la audiencia de alegaciones, toda vez que debía asistir a una cita por psicología; (ix) después de esa fecha no le notificaron más actuaciones, motivo por el cual le solicitaron información al despacho, en relación con la nueva fecha; (x) en diciembre 05 de 2019 recibió respuesta a su solicitud, en la cual le informan que la primer instancia fue fallada en octubre 11 de 2019, sin la presencia del investigado, y sin abogado de oficio; (xi) en la misma respuesta la entidad informa que las notificaciones las llevó a cabo por estrados, sin embargo, omitió realizar las notificaciones ya sea por el correo electrónico o número de teléfono que suministró dentro del proceso; y (xii) la apertura de la investigación administrativa se funda en que no asistió a cumplir las labores administrativas; las que nunca fueron asignadas o notificadas, con motivo de excusa médica parcial, pero además, ante el desconocimiento de la entidad del fallo de tutela radicado al No 66001310300520180083100 que le ordenó a la Policía Nacional autorizar y transcribir las incapacidades médicas psiquiátricas dadas, prueba que no decreto el despacho. 
Pide la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, salud, seguridad social, mínimo vital y estabilidad laboral reforzada, como quiera que no le respetaron su derecho de defensa y contradicción dentro del proceso disciplinario; y, en consecuencia, se ordene a la entidad accionada dejar sin efectos la resolución No 05001 de noviembre 08 de 2019. 

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Recibida la demanda, el despacho la admitió, vinculó a la POLICÍA NACIONAL y al MINISTERIO DE DEFENSA, y corrió traslado a las partes interesadas quienes se pronunciaron así:

- El  Jefe Oficina Control Disciplinario Interno DECAU solicitó se deniegue la acción de tutela por no existir vulneración de derechos fundamentales, y argumentó: (i) es cierto como lo dice el accionante que se instruyó en su contra investigación disciplinaria con el número DECAU2019-36, en el cual se profirió decisión sancionatoria con destitución mediante acto administrativo No 05001 de noviembre 08 de 2019; (ii) la investigación disciplinaria se surtió atendiendo las etapas procesales contempladas en la ley 734/02 y la ley 1015 y se respetó el debido proceso y el derecho de defensa que le asiste al accionante; (iii) en abril 10 de 2019 el Jefe Oficina de Control Disciplinario, profirió auto de citación para audiencia en contra del señor LUÍS GONZÁLEZ; (iv) la audiencia se originó de la indagación preliminar radicada en el sistema SIJUR de la Policía, y para efectos de llevar a cabo la notificación del auto que ordena la indagación preliminar, el accionante le otorgó poder a un profesional del derecho, a quien le concedió amplias facultades para que representara sus intereses, a quien le notificaron de dicha indagación, le entregaron fotocopia del material probatorio, y continuaron el trámite con el abogado; (v) luego de finalizada la etapa de instrucción en la que se practicaron las pruebas ordenadas en el auto de indagación preliminar, y de acuerdo al artículo 175 de la ley 734/02, se profirió auto que cita a audiencia disciplinaria; (vi) para notificar la fecha de la audiencia libraron despacho comisorio a la Oficina Control Disciplinario Interno del Departamento de Policía Risaralda, con el fin de notificar de forma personal la audiencia que se llevaría a cabo en septiembre 12 de 2019, a la cual asistió el accionante y ejerció los derechos que le asisten en la ley 734/02; (vii) en la diligencia le manifestaron que podía estar representado por un abogado de confianza o uno de oficio, sin embargo, el señor LUIS GONZÁLEZ manifestó que deseaba continuar solo en la presente investigación, rindió sus descargos y ejerció su derecho de defensa; (viii) finalizada la etapa de descargos prosiguieron con la probatoria, empero se suspendió la audiencia con el fin de estudiar las solicitudes del accionante; (ix) en septiembre 16 de 2019 reanudaron la audiencia disciplinaria, pero las pruebas solicitadas por el investigado fueron negadas con su debido sustento jurídico, motivo por el cual el actor solicitó suspensión de la audiencia con el fin de sustentar el recurso de apelación; (x) en septiembre 23, nuevamente se inició la audiencia, sin embargo, el señor LUIS GONZÁLEZ no se hizo presente, y solicitó a través de la Oficina de Control Disciplinario Interno Departamento de Policía Risaralda, aplazamiento como quiera que se encontraba con una incapacidad psiquiátrica, a lo cual se accedió con el fin de garantizar su derecho de defensa, y se notificó en estrados la nueva fecha; (xi) hasta esa etapa no se conocía acerca de la renuncia del abogado, por tanto, procedieron a comunicarle sobre la nueva fecha de la audiencia; (xii) a la diligencia programada para octubre 31 de 2019 no asistieron ni el investigado, ni su apoderado, razón por la cual se notificó en estrados la nueva fecha, de la cual pidió aplazamiento el accionante; (xiii) en octubre 10 no se pudo realizar la audiencia, y el abogado que representaba los intereses del accionante presentó un escrito mediante el cual renunció a la defensa del señor GONZÁLEZ MUÑOZ, por no haber llegado a un acuerdo económico; (xiv) se aceptó la renuncia, pero en aplicación del artículo 76 C.G.P. y como quiera el abogado fungía como apoderado hasta cinco días hábiles después de haber presentado su revocatoria como representante de confianza, procedieron a declarar surtida la etapa de alegatos de conclusión, y de acuerdo al artículo 178 de la ley 134/02 se suspendió la audiencia para lectura de fallo; y (xv) en octubre 11 llevaron a cabo audiencia de lectura de fallo.
3.2.- Vencido el plazo constitucional, el a quo mediante sentencia de enero 03 de 2020 tuteló el derecho fundamental al debido proceso, y declaró la invalidez de los actos procesales a partir del auto de citación -abril 10 de 2019-, ordenándose a la Oficina de Control Disciplinario Interno de la Policía Nacional, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia rehaga la actuación a partir del auto de citación audiencia. 
Para llegar a la anterior determinación consideró que si bien la entidad tiene razón en que fue flexible en aplazar las diligencias, también debió tener en consideración los quebrantos psiquiátricos que manifestó tener el accionante; aunado a lo anterior, se suma la ausencia de defensor que daba lugar a que la entidad nombrara un abogado de oficio que diera cuenta de un verdadero respaldo defensivo en pro de las garantías del investigado. 
4.- IMPUGNACIÓN

El Jefe Oficina de Control Disciplinario Interno Departamento de Policía Cauca impugnó la sentencia y solicita se revoque la sentencia a cuyo efecto argumentó: (i) la ley 1952/19 en el artículo 140 estableció que hasta julio 01 de 2021 entra en vigencia del Código General Disciplinario, y el procedimiento a seguir hasta tanto es la ley 734/02; (ii) en el caso del Subintendente la notificación se llevó a cabo de acuerdo con lo establecido en el artículo 177 de la ley 734/02, y en atención a que su dirección de domicilio es en la ciudad de Pereira las notificaciones se llevaron a cabo a través de la Oficina Control Disciplinario Interno del Departamento de Policía Risaralda; (iii) el procedimiento ordinario en este asunto se realizó bajo la ritualidad verbal contemplada en el artículo 175 ibídem; (iv) en la audiencia se le permitió al señor LUIS GONZÁLEZ presentar sus descargos; (v) al comienzo de la audiencia se le indagó al Subintendente si era su interés ser asistido por un abogado de confianza o uno de oficio, y él manifestó que era su deseo continuar solo; (vi) el artículo 175 de la citada norma reza: “Al inicio de la audiencia, a la que el investigador puede asistir solo o asistido de abogado, podrá dar su propia versión de los hechos y aportar y solicitar pruebas […]” ; (vii) el investigado siempre contó dentro del proceso con la defensa técnica, a través del abogado, a quien le concedió amplias facultades para que representara sus intereses; (viii) fue al abogado que asignó el accionante a quien le notificaron la apertura de la investigación y le entregaron copias del expediente, por tanto, no se puede afirmar por parte del a quo que el actor no contaba con un abogado; (ix) en este asunto no se encuentra probado que el señor LUIS GONZÁLEZ es una persona incapaz de valerse por sí misma, ni tampoco de haber sido declarado interdicto; y (x) no se ha vulnerado ni el debido proceso, ni el derecho de defensa, razón por la cual la decisión del funcionario de primera instancia no es ajustada a derecho; además, no es el juez constitucional quien debe resolver lo pedido por el accionante, por cuanto son funciones de la jurisdicción contencioso administrativa, y la tutela no se puede convertir en una tercera instancia.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), acorde con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo opugnado, en tuteló el derecho fundamental al debido proceso del cual reclamó protección el accionante. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidándolo, modificándolo o revocándolo, según se desprende de lo pedido por la recurrente. 
5.2.- Solución a la controversia

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todos los ciudadanos sin discriminación alguna. 

Sobre la procedencia de la acción de tutela como medio de defensa judicial en procesos disciplinarios, la Corte Constitucional en sentencia T-350/11 indicó:
“3.1. La Corte ha señalado desde sus primeros pronunciamientos que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario debido a que su objeto no es el de reemplazar a los medios judiciales ordinarios con los que cuentan los ciudadanos. En este sentido, ha indicado que ante la existencia de otros medios de defensa judicial la acción de tutela por regla general no es procedente. Lo anterior, sustentado en lo dispuesto en el artículo 86 Constitucional que señala que la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. Dicho mandato fue reiterado en el desarrollo normativo de la acción de tutela en el numeral 1° del artículo 6 del decreto 2591 de 1991.
 

3.2. También ha advertido este Tribunal que la tutela no constituye un mecanismo o una instancia para definir aquellos conflictos que la ley ha establecido como competencia de otras jurisdicciones. Esto, por cuanto el ordenamiento jurídico dispone la existencia de jurisdicciones diferentes a la constitucional, que de forma especializada atienden cada uno de los diferentes conflictos que los ciudadanos elevan ante la administración de justicia. Pero precisando además, que las decisiones de todas las autoridades, incluidas por supuesto las judiciales, deben someterse al ordenamiento jurídico (arts. 4º y 230 C.N.), marco dentro del cual los derechos fundamentales tienen un carácter primordial. 

 

De manera que si los procesos ordinarios están diseñados para solucionar los conflictos jurídicos y por tanto para proteger los derechos de las personas, la tutela no puede ser empleada como un mecanismo alterno o complementario. Bajo esta premisa, la procedencia de la tutela está supeditada a que para su ejercicio se hayan agotado todas las instancias y los recursos con los que cuenta el afectado para la protección de sus derechos. 
 

3.3. No obstante lo anterior, esta Corporación ha precisado que debido al objeto de la acción de tutela, esto es, la protección efectiva de los derechos fundamentales de las personas, al analizar su procedibilidad es necesario valorar en cada caso concreto su viabilidad o no. Ello, debido a que no basta con la existencia del medio ordinario de defensa judicial,  pues habrá que determinar (i) si este es idóneo y eficaz, y en última instancia, (ii) la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable que ponga en riesgo la afectación de los derechos fundamentales de las personas. 
 

3.3.1. En el primer caso, la Corte ha precisado que la tutela procede cuando un medio de defensa judicial no es idóneo o eficaz para proteger los derechos fundamentales del accionante. Y además ha explicado que la idoneidad hace referencia a la aptitud material del mecanismo judicial para producir el efecto protector de los derechos fundamentales, lo que ocurre cuando el medio de defensa se corresponde con el contenido del derecho. Respecto a la eficacia, se ha indicado que se relaciona con el hecho de que el mecanismo esté diseñado de forma tal que brinde de manera oportuna e integral una protección al derecho amenazado o vulnerado. 
 

De manera que, para determinar la concurrencia de estas dos características del mecanismo judicial ordinario, deben analizarse entre otros aspectos: los hechos de cada caso; si la utilización del medio o recurso de defensa judicial existente ofrece la misma protección que se lograría a través de la acción de tutela; el tiempo de decisión de la controversia ante la jurisdicción ordinaria; el agotamiento de la posibilidad de ejercicio del derecho fundamental durante el trámite; la existencia de medios procesales a través de los cuales puedan exponerse los argumentos relacionados con la protección de los derechos fundamentales; las  circunstancias que excusen o justifiquen que el interesado no haya promovido o no espere promover los mecanismos ordinarios que tiene a su alcance[20]; la condición de sujeto de especial protección constitucional del peticionario que exige una particular consideración de su situación.
 
Así las cosas, la Corte ha admitido excepcionalmente el amparo definitivo en materia de tutela ante la inexistencia de un medio de defensa judicial o cuando el existente no resulta idóneo o eficaz para la protección de los derechos fundamentales de las personas que solicitan el amparo de sus derechos fundamentales, lo que se justifica por la imposibilidad de solicitar una protección efectiva, cierta y real por otra vía”
En el presente asunto se observa de acuerdo con los hechos y los documentos que aportó la apoderada judicial del accionante y la accionada, contrario a lo decidido por el juez de primer nivel, la acción de tutela es improcedente, ante la existencia de otro medio judicial eficaz e idóneo para resolver el problema jurídico planteado. Veamos:

Analizado el procedimiento que adelantó el Jefe de Oficina de Control Disciplinario Interno Departamento de Policía Cauca, se observa que el mismo se ajustó a lo dispuesto por el artículo 175 de la ley 734/02, es decir, bajo las reglas del procedimiento verbal, y el único reparo por parte de la apoderada judicial del accionante se ciñe a la presunta afectación del derecho fundamental del debido proceso por cuanto su poderdante no pudo ejercer el derecho de defensa y contradicción.

De lo observado surge el siguiente interrogante: ¿por qué se discute el derecho de defensa y contradicción precisamente luego de proferido el fallo que dispuso la sanción disciplinaria? Y para ofrecer una respuesta se debe partir de un hecho incontrovertible: se demostró que el señor LUIS GONZÁLEZ estuvo representado durante todo el proceso disciplinario por el abogado LEANDRO ANTONIO ARBOLEDA, según poder que le confirió en diciembre 28 de 2018
. Incluso, en la audiencia disciplinaria que se llevó a cabo en septiembre 12 de 2019, el propio investigado manifestó que: “no requería de un abogado para actuar en esa diligencia, y que lo haría solo”, muy a pesar que ya le había conferido poder a un abogado. 
Debe recordarse que el inciso cuarto del artículo 177 de la ley 734/02, dispone:
“Al inicio de la audiencia, a la que el investigado puede asistir solo o asistido de abogado, podrá dar su propia versión de los hechos y aportar y solicitar pruebas, las cuales serán practicadas en la misma diligencia, dentro del término improrrogable de tres (3) días. Si no fuere posible hacerlo se suspenderá la audiencia por el término máximo de cinco (5) días y se señalará fecha para la práctica de la prueba o pruebas pendientes.” –Subraya de la Sala-
Por tanto, no se trató de un capricho o de una arbitrariedad de parte de la Oficina de Control Disciplinario haber adelantado la audiencia sin abogado, por cuanto la misma norma así lo autoriza, y en efecto fue directamente el señor LUIS GONZÁLEZ quien manifestó que no requería de la presencia del profesional del derecho.

Así las cosas, si el accionante considera que existieron irregularidades en el procedimiento que afectaron gravemente su derecho de defensa y contradicción, esa situación deberá discutirse ante la jurisdicción ordinaria, y no por intermedio de un juez constitucional, con mayor razón cuando no se señalaron las razones por las cuales el otro medio de defensa judicial no era eficaz o idóneo.

En los hechos de la demanda se hace una amplia narración de cómo se llevaron a cabo las etapas procesales por parte del Jefe de la Oficina de Control Disciplinario Interno del Departamento de Policía Cauca; sin embargo, no se advirtió alguna circunstancia excepcionalísima que le impidiera al accionante acudir a la jurisdicción contenciosa, ni mucho menos se indicó y probó al menos sumariamente cuál era el perjuicio irremediable que se le causaría en caso de no emitirse un pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela hasta tanto se acuda a la justicia ordinaria.
Queda evidenciado que el reclamo del actor va encaminado a cuestionar el acto administrativo que ordenó su retiro de la Policía Nacional, pero tal situación en tan particulares circunstancias no puede ser objeto de estudio por este mecanismo preferente sino por la jurisdicción contencioso administrativa donde se deberá debatir tal asunto, concretamente por la vía de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho con miras a obtener la revocatoria de las decisiones que se estiman lesivas a sus intereses. Incluso, con la posibilidad de solicitar la suspensión provisional del acto para que se protejan sus garantías fundamentales
. Medida esta última que permitiría suspender temporalmente los efectos de la decisión que le fue adversa y que puede ser objeto de revisión judicial. 

Acorde con los argumentos esbozados en precedencia, esta Corporación revocará la sentencia proferida por parte de la primera instancia y en su lugar se declarará improcedente el amparo frente a la solicitud de suspensión provisional de la ejecución contenida en la resolución No 05001 de noviembre 08 de 2019, por medio de la cual se ejecuta una sanción disciplinaria que resolvió retirar del servicio activo de la Policía Nacional por destitución.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira  (Rda.), y en su lugar SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Ver folios 103 Fte y Vto.


� De acudir la actora ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa dispone de la medida preventiva de la suspensión provisional del acto administrativo controvertido, cuyo fin sería el de lograr su admisión al concurso de méritos. El artículo 238 de la Constitución Política señala lo siguiente: “La jurisdicción de lo contencioso administrativo podrá suspender provisionalmente, por los motivos y con los requisitos que establezca la ley, los efectos de los actos administrativos que sean susceptibles de impugnación por vía judicial”.
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